                                                     QUEJOSO: PAMELA GARCIA VERNI

TERCERO PERJUDICADO: C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

AUTORIDADES RESPONSABLES: PRIMERA SALA DE LO FAMILIAR Y JUZGADO VIGÉSIMO TERCERO DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 
AMPARO DIRECTO
H. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 

DEL PRIMER CIRCUITO EN TURNO: 

PAMELA GARCIA VERNI, por mi propio derecho, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el inmueble ubicado en Avenida Paseo de la Reforma número ciento noventa y nueve, piso ocho, despacho ochocientos dos, Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauthémoc, C.P. 06500 México, Distrito Federal autorizando para los mismos efectos a los CC. Licenciados en Derecho a JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS con cédula profesional 1697921, y a HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ con cédula profesional 3062935, a JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional, a VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ con carta de pasante 68205 expedidas por la Dirección General de Profesiones de la Secretaria de Educación Pública, JULIO DE LA VEGA LUNA, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADO CORRALES Y JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA, ante Usted con el debido respeto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a interponer JUICIO DE AMPARO DIRECTO en términos del artículo 158, 166, 167 de la Ley reglamentaria del artículo 103 y 107 fracción III inciso a Constitucional en contra de la resolución emitida por la H. PRIMERA SALA DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL de fecha 11-once de diciembre del año dos mil siete dentro del toca número 2393/2007 que resolvió el recurso de apelación interpuesto por el C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, en donde la suscrita interpuso recurso de apelación adhesiva, en contra de la sentencia definitiva de fecha 6-seis de septiembre de dos mil siete dictada por el C. JUEZ VIGÉSIMO TERCERO DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, toda vez que viola en mi perjuicio el artículo 14 y 16 Constitucional en los siguientes términos:

Con el propósito de dar cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 166 y demás relativos y aplicables en la Ley de Amparo vigente, manifiesto los siguientes datos:

I.- NOMBRE Y DOMICILIO DEL QUEJOSO.- PAMELA GARCIA VERNI con domicilio en Avenida Paseo de la Reforma número 199-ciento noventa y nueve-, despacho 802 –ochocientos dos-, 8° octavo piso, Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06500.

II.- TERCERO PERJUDICADO.- C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, con domicilio en Av. Arcos de Belén s/n esquina con Doctor Andrade, 1er. Piso, Colonia Doctores. C.P. 06720, Delegación Cuauhtémoc de esta ciudad.
III.- AUTORIDADES RESPONSABLES.- 

A) ORDENADORA.- H. PRIMERA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 

B) EJECUTORA.- C. JUEZ VIGÉSIMO TERCERO DE LO FAMILIAR EN EL DISTRITO FEDERAL.

IV.- ACTO RECLAMADO.- 

A) ORDENADORA.- resolución emitida por la H. PRIMERA SALA DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL de fecha 11-once de diciembre del año dos mil siete dentro del toca número 2393/2007 que resolvió el recurso de apelación interpuesto por el C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, en donde la suscrita presento recurso de apelación adhesiva, en contra de la sentencia definitiva de fecha 6-seis de septiembre de dos mil siete dictada por el C. JUEZ VIGÉSIMO TERCERO DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL 

B) EJECUTORA.- Todos aquellos actos tendientes a la ejecución de la resolución de fecha 11-once de diciembre del año 2007-dos mil siete, publicada en el Boletín Judicial el día 13 de diciembre del año 2007-dos mil siete.  
V.- FECHA DE NOTIFICACIÓN.- La resolución recurrida me fue notificada el día 13-trece de diciembre del año dos mil siete. 

VI.- FUNDAMENTO DE LA DEMANDA.-  artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 


VII.- GARANTIAS VIOLADAS.- 14 y 16 Constitucional. 

VIII.- OTRAS PRECEPTOS LEGALES VIOLADOS.- 

IX.- PROTESTA DE LEY.- BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD manifiesto ante Ustedes CC. MAGISTRADOS, los siguientes hechos que forman parte del antecedente del presente juicio de garantías. 

ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO

1.- Mediante escrito de fecha 22- veintidós de mayo del dos mil siete la C. PAMELA GARCIA VERNI demando al C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL en la vía ordinaria civil, la rectificación de acta, conociendo el Juzgado Vigésimo Tercero de lo Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal bajo el número de expediente 720/2007, habiendo demandado la siguientes prestaciones:

a) LA RECTIFICACIÓN DE MI ACTA DE NACIMIENTO, en lo relativo a la mención registral  de mi apellido, a fin de cambiar mi apellido de GARCIA VERNI por el de VERNI VILLAMANA, con la finalidad de adecuar el mencionado atestado del registro civil, a mi realidad social, prestación que se encuentra dentro de la hipótesis prevista por el artículo 135 fracción II del Código Civil vigente para el Distrito Federal.
b) El pago de gastos y costas  que el presente juicio genere.
2.-  Notificándole a mi contraria de la demanda instaurada en su contra el día 29- veintinueve de mayo del dos mil siete, dando contestación a la misma el día 7-siete de junio del dos mil siete, oponiendo las siguientes excepciones y defensas:

I) LA SINE ACTIONE AGIS. 
II) LA FALTA DE ACCIÓN Y DERECHO DERIVADA DEL ARTÍCULO 1° DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS  CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL.

III) LA FALTA DE LEGITIMACIÓN PASIVA.

IV) TODAS AQUELLAS EXCEPCIONES Y DEFENSAS. 
3.- Mediante auto de fecha 8-ocho de junio de dos mil siete se señalaron las once horas con treinta minutos del día 20-veinte de junio del dos mil siete para la celebración de la audiencia previa de conciliación y de excepciones procesales en el presente juicio, compareciendo ambas partes sin llegar a un arreglo, es por ello que se abrió el juicio a prueba. 

4.- Mediante escrito de fecha 3-tres de julio del dos mil siete la parte actora ofreció como pruebas de su parte las siguientes:
I) LA DOCUMENTAL PÚBLICA.- consistente en el ACTA DE NACIMIENTO de la suscrita que fue exhibida como ANEXO UNO.

II) LA DOCUMENTAL PRIVADA.- consistente en LAS FOTOGRAFIAS que fueron exhibidas en mi escrito inicial como ANEXOS DOS, TRES, CUATRO Y CINCO.


III)LA DOCUMENTAL PRIVADA.- consistente en los REPORTAJES PERIODISTICOS que fueron exhibidos en mi escrito inicial como ANEXOS CINCO, SEIS, SIETE, OCHO, NUEVE, DIEZ, ONCE, DOCE, TRECE, CATORCE Y QUINCE.
IV) LA DOCUMENTAL PRIVADA.- consistente en LA CARTA firmada por el C. LUIS DE LLANO MACEDO fue exhibida como ANEXO DIECISÉIS (DIECISIETE). 
V) LA DOCUMENTAL PRIVADA.- consistente en correos electrónicos que exhibí en mi escrito inicial como ANEXO DIECISÉIS Y DIECISIETE. 
VI) LA TESTIMONIAL.- a cargo de los CC. CLEYA ANTONIA LEONOR VERNI VILLAMANA y FERNANDO VELAZCO SOTOMAYOR. 
VII) LA TESTIMONIAL.- a cargo de los CC. JUAN LEONARDO  TORRES GARDUÑO Y MAURICIO EDUARDO HERNANDEZ BRAUER. 
VIII) LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.
IX) LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.

5.- Así mismo, dentro de su escrito de contestación de demanda la parte demandada ofreció como pruebas de su parte las siguientes:
I) LA CONFESIONAL.- a cargo de la C. GACRCIA VERNI PAMELA en su calidad de ACTORA.
II) LA DOCUMENTAL PÚBLICA.- consistente en el ACTA DE NACIMIENTO de la C. GACRCIA VERNI PAMELA. 
III) LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.
IV) LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. 
6.- Así mismo mediante proveído de fecha 11- once de julio del dos mil siete se dicto auto admisorio de pruebas ofrecidas por ambas partes, donde se señalaron las nueve horas con treinta minutos del día 3-tres de septiembre del dos mil siete para el desahogo de las mismas, pasando al periodo de alegatos, no presentándose la parte demandada se ordenó turnar los presentes autos a la vista  de la C. JUEZ competente a fin de dictar sentencia.
 7.- Con fecha 6-seis de septiembre del año dos mil siete, se dicto sentencia definitiva de los autos del juicio Ordinario Civil por la C. Juez Vigésimo Tercero de lo Familiar del Distrito Federal, Licenciada BLANCA ESTELA DEL ROSARIO ZAMUDIO VALDÉS, publicada en el Boletín Judicial número 38, del día 7-siete del mismo mes y año, que en sus resolutivos establece: 

“PRIMER0.- Ha sido procedente la vía ordinaria en la que la actora, acreditó su acción, y el C. Director del Registro Civil no acredito sus manifestaciones vertidas en su escrito de contestación a la demanda. 

SEGUNDO.- Se condena al C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL, de ésta entidad, a la rectificación solicitada en el acta de nacimiento de de(sic) PAMELA GARCIA VERNI, donde se haga constar que el nombre correcto de la persona registrada es PAMELA VERNI VILLAMANA y no el de ahí aparece, sin que esto implique desde luego cambio de filiación ni desconocimiento de obligación alguna que tenga para con sus consanguíneas o terceras personas.

TERCERO.- Una vez que sea ejecutable la presente resolución con los insertos necesarios dese cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 138 del Código Civil para el Distrito Federal.

CUARTO.- No se hace condena en costas.

QUINTO.- Agréguese copia autorizada de la presente resolución, en el legajo del juzgado.”


8.-  Mediante escrito presentado de fecha 20-veinte de septiembre del dos mil siete, la parte demandada por conducto de su mandatario judicial la Licenciada ROSARIO ALICIA LOPEZ FLORES, interpuso RECURSO DE APELACIÓN, en contra de la SENTENCIA DEFINITIVA de fecha 6-seis de septiembre del año dos mil siete, así mismo mediante escrito presentado con fecha 28-veintiocho del mismo mes y año la suscrita interpuso RECURSO DE APELACIÓN ADHESIVA, en contra de la sentencia definitiva en comento, conociendo de dicho recurso la PRIMERA SALA FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, bajo el número de toca 2393/2007.  

9.- Con fecha 11-once de diciembre de dos mil siete se dicto sentencia en los autos del toca 2393/2007, que resolvió el Recurso de Apelación hecho valer por el C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, mientras que la suscrita se adhirió a dicho recurso.
10.- Inconforme con la resolución anterior, la suscrita por esta vía, viene a interponer juicio de garantías, por considerar que viola en mi perjuicio la garantía debido proceso legal y el principio de legalidad de las resoluciones civiles

FUENTE DE VIOLACIÓN
FUENTE DE VIOLACIÓN.- Sentencia Definitiva de fecha 11-once de diciembre de dos mil siete, que en su parte conducente dice:
I.- Los recurrentes expresaron como agravios de su parte, los contenidos en las fojas diez a veinte, y veinticuatro a veintinueve de este toca, mismos que se tiene por reproducidos en obvio de repeticiones inútiles.
II.- En primer lugar por cuestiones de método se procederá a entrar al estudio de los conceptos de inconformidad esgrimidos por la parte demandada, y dada su íntima relación se estudian en su conjunto, advirtiéndose que son fundados y suficientes a fin de revocar el fallo combatido, dados los siguientes razonamientos lógicos jurídicos. En efecto, es importante destacar, que al realizar un estudio minucioso de los autos que componen el expediente en cuestión, así como del análisis del toca en que se actúa, los cuales gozan del pleno valor probatorio atento a lo previsto por los artículos 327 fracción VIII y 403 del Código de Procedimientos Civiles, se observa que la actora solicitó la rectificación de su acta de nacimiento con el objeto de adecuarla a su realidad social en lo relativo a su apellido, es decir, que lo que pretende es cambiar de GARCÍA VERNI a VERNI VILLAMANA, evento que contrario a lo decretado en el fallo combatido, no resulta procedente.

Lo anterior es así, porque si bien es cierto, la acción ejercitada en el juicio promovido forma parte de las hipótesis normativas contempladas en el precepto 135 en su fracción II del Código Civil, también lo es, que para que proceda la rectificación en el atestado de nacimiento, se debe acreditar que existe una evidente necesidad de hacerlo al haber usado constantemente otro diverso de aquél que consta en el registro, pues sólo con la referida modificación del nombre se haría posible la identificación de la persona en sus actos públicos y privados; situación  que en el caso concreto no se actualiza, toda vez, que la accionante pretende dicha modificación aduciendo que desde muy temprana edad – un año-, se inició en el medio artístico, realizando diversos comerciales, novelas, programas de televisión y obras de teatro, dándose a conocer con el nombre de PAMELA VERNI VILLAMANA, evento que justificó con la exhibición de diversas documentales privadas, tales como seis fotografías, tres reportajes del periódico “El Universal”, de los días dos, quince y dieciocho de noviembre de mil novecientos noventa y uno; dos noticias del periódico “El Heraldo de México”, dos reseñas del “Diario de México” uno del veintiuno de mayo y otro del once de julio, ambos del año mil novecientos noventa y dos; una noticia de la revista “Siempre” del primero de abril de mil novecientos noventa y dos; un reportaje de “Tele-Guía-Programas”, una crónica del periódico “El Sol de México” de fecha dieciocho de mayo de mil novecientos noventa y tres; una noticia de la revista “Eres” de fecha primero de abril de mil novecientos noventa y dos; una hoja membretada por “Muñecas Gell” de fecha veintiséis de junio de mil novecientos noventa y dos y una constancia de fecha veintinueve de abril de mil novecientos noventa y dos otorgada por el “Productor Luis de Llano Macedo”, probanzas todas ellas, en las que se advierte que la accionante PAMELA GARCÍA VERNI, durante los años de mil novecientos noventa y uno a mil novecientos noventa y tres, realizó con el nombre de PAMELA VERNI VILLAMANA, diversas actividades artísticas en televisión y teatro; así como el hecho de que participó en el proyecto para la realización  de la muñeca “PAMELA”, sin embargo, no existe ningún elemento de convicción con el que demuestre que en sus actos privados, públicos y jurídicos de su vida, es decir, durante los veinte años que tiene –según consta en el atestado de nacimiento (foja 7) el cual tiene pleno valor probatorio atento a lo dispuesto en los ordinales 39 y 50 del Código Civil- también se haya ostentado con el mismo nombre con el que se dio a conocer en el mundo del espectáculo.

Ello es así, porque es bien sabido, que las personas que se dedican a trabajar en el medio artístico, en muchas ocasiones utilizan un nombre diferente al que aparece en su acta de nacimiento, tan es así, que si bien, en el caso concreto quedó justificado en líneas precedentes, que la promoverte para laborar en dicho ambiente, se ostenta con su nombre artístico con el cual se hizo famosa –PAMELA VERNI VILLAMANA-, también es verdad, que tal circunstancia, contrario a lo manifestado por ella, de ninguna manera demuestra la urgente necesidad de adecuar su atestado de nacimiento a su realidad social, pues de insiste, la accionante no demostró fehacientemente que el nombre que pretende cambiar sea el que utilice en los actos privados, públicos y jurídicos de su vida – veinte años-, lo que significa, que la C. PAMELA GARCÍA VERNI, en ningún momento durante el presente litigio, justifica que en su esfera privada, pública y jurídica como es la escuela, actos de identidad –credencial expedida por el Instituto Federal Electoral, pasaporte- o algún otro trámite diverso a su trabajo en el medio artístico, se haya venido ostentando como PAMELA VERNI VILLAMANA, situación que se corrobora con la aceptación de la propia actora, al contestar de manera afirmativa la posición marcada con el número veinticinco, la cual se hizo consistir en “Que diga si es cierto como lo es, que usted omite presentar documentos oficiales y en orden cronológicos al presente juicio de su infancia, adolescencia y juventud” (fojas 58 y 61 vuelta), por lo que, las manifestaciones unilaterales de la compareciente y las documentales privadas descritas en párrafos que anteceden, son insuficientes para tener por acreditada su acción, máxime que ella misma acepta en el desahogo de la prueba confesional a su cargo, concretamente en las posiciones números dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete, diez y trece (fojas 57, 58 y 62), que: “sus padres los señores ENRIQUE FERNANDO GARCÍA Y DÍAZ y AGLAE LEONOR ANTONIA VERNI VILLAMANA, la registraron por voluntad expresa, con el nombre de PAMELA GARCÍA VERNI; que tales datos fueron proporcionados por sus propios progenitores; que todos sus familiares al momento del nacimiento la reconocieron con el nombre de PAMELA GARCÍA VERNI; y que es el nombre que legalmente le corresponde”, luego entonces, si la propia promoverte acepta que legalmente le corresponde el nombre de PAMELA GARCÍA VERNI, resulta inconcuso, que ahora pretenda una modificación de éste, sobre todo cuando se reitera, en ningún momento acreditó que el nombre que utiliza en el medio artístico es con el que se ostenta en todos sus actos privados, públicos y legales, tan es así, que al momento de promover este litigio, la accionante se ostentó y firmó como PAMELA GARCÍA VERNI, de igual forma, en la audiencia celebrada el tres de septiembre del dos mil siete, se identificó  con una cartilla de identidad Postal número 00139350, expedida por el Servicio Postal Mexicano, con el nombre de GARCÍA VERNI PAMELA; por lo tanto es certero que la accionante en sus actos privados y jurídicos utiliza el nombre con el cual fue registrada; de ahí, que no exista duda sobre la identidad de la actora, pues PAMELA VERNI VILLAMANA es su nombre artístico y PAMELA GARCÍA VERNI, es el legal, ya que los datos que el Registro Civil asentó en el acta materia de la presente rectificación hacen constar lo libremente declarado por las personas que comparecieron ante él, esto porque es una institución de buena fe, tal como lo establece el numeral 50 del Código Sustantivo Civil.

Así las cosas, debe decirse, que la prueba testimonial ofrecida por la C. PAMELA GARCÍA VERNI, a cargo de los CC. CLEYA ANTONIA LEONOR VERNI VILLASANA y FERNANDO VELASCO SOTOMAYOR, no le es favorable a sus intereses, toda vez, que si bien es cierto, fueron acordes y contestes en manifestar que saben y les consta que el nombre que utiliza su presentante en todos los actos públicos y privados de su vida es el de PEMELA VERNI VILLANA, también lo es, que no manifestaron circunstancias de tiempo, modo y lugar, en donde señalen a qué actos públicos y privados se refieren, por lo tanto, tal testifical no merece eficacia demostrativa plena. Es aplicable el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito, visible en el Semanario Judicial de la Federación. Octava Época. Tomo XII. Enero de 1994. Página 32… (…)

No pasa inadvertido a esta Alzada, que la actora presentó una impresión en copia simple del elenco del re-estreno de la obra de teatro “cuento de 5 cuentos” documento que no produce ningún efecto en este juicio, ya que al tratarse dicha probanza de copias simples no le favorecen a sus intereses, toda vez, que las referidas copias sólo cuentan con valor indiciario, pues dada su naturaleza, no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido, por la facilidad con que se pueden confeccionar, por ello es necesario adminicularlas con algún otro medio de convicción que robustezca su fuerza probatoria, circunstancia que en el caso concreto no sucedió habida cuenta, que la instrumental de actuaciones, y la presuncional en su doble aspecto, tampoco le resultaron benéficas. Criterio que se robustece con la tesis visible en la Novena Época, Instancia Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI. Agosto de 2002. Tesis: I.11º. C. 1 K. Página 269… (…) 

Por lo que, atendiendo a las reglas de la lógica y la experiencia que consagra el precepto 402 del Código de Procedimientos Civiles, que es de lo que se duele la parte impugnante en vía de agravio, es de concluirse que contrario a decisión de la Juez natural, lo procedente será tener por no acreditada la acción intentada por la C. PAMELA GARCÍA VERNI, en virtud de que con los medios probatorios enunciados y valorados con antelación, no se hace evidente lo contemplado en el dispositivo 135 fracción II del citado Código Civil, que es la aludida rectificación de acta por enmienda, ello es así, porque la actora se ostenta con un nombre artístico en su trabajo y sus actos privados y jurídicos los hace valer con el nombre con el que fue registrada por sus progenitores. Sirve de apoyo, el criterio emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, visible en la Novena Época. Fuente: Semanario judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Diciembre de 2001. Tesis II.2ª C.313 C. Página: 1798, cuyo contenido establece… (…)

III.- Ahora bien, por lo que hace a la apelación adhesiva formulada por la accionante PAMELA GARCÍA VERNI, se tiene que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 55 y 81 del Código Adjetivo Civil, y habida cuenta de que esta autoridad analizó y valoró las pruebas que precisa la apelante en el considerando que antecede, se estima innecesario entrar al estudio de los razonamientos esgrimidos por la recurrente; luego entonces, se dejan sin materia los mismos, en consideración a lo determinado en el cuerpo de la presente resolución.

En tales circunstancias, al evidenciarse lo fundado en los motivos de inconformidad hechos valer por el C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, a través de la Licenciada ROSARIO ALICIA LÓPEZ FLORES, persona autorizada en términos del párrafo cuarto del artículo 112 del Código Adjetivo Civil lo procedente es revocar el fallo recurrido, para quedar en los términos que más adelante se precisan………..III.- No estando el caso comprendido dentro de los supuestos del numeral 140 del Código de Procedimientos Civiles, no se hace especial condena en costas en esta instancia. Por lo expuesto y fundado, es de resolverse y se:
R E S U E L V E
PRIMERO.- Se revoca la sentencia definitiva de fecha seis de septiembre de dos mil siete, dictada por la C. Juez –Vigésimo Tercero de lo Familiar del Distrito Federal, en los autos del Juicio Ordinario Civil, Rectificación de Acta, promovido por GARCÍA VERNI PAMELA, en contra del C. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, expediente número 720/07, para quedar en los siguientes términos:
“PRIMERO.- Ha sido procedente la Vía Ordinaria Civil, en la cual la parte actora no probó su acción y el C. Director del Registro Civil del Distrito Federal, acreditó sus excepciones y defensas.

SEGUNDO.- Se absuelve al c. DIRECTOR DEL REGISTRO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL, de la prestación relativa a la rectificación del Acta de nacimiento de la actora. 

TERCERO.- No se hace condena en costas.

CUARTO.- Agréguese copia autorizada de la presente resolución en el legajo del juzgado.

QUINTO.- Notifíquese. 

SEGUNDO.- Se declaran sin materia los razonamientos esgrimidos por la C. PAMELA GARCIA VERNI, en la apelación adhesiva de mérito, de conformidad con el análisis contenido en el considerando tercero de esta resolución.

TERCERO.- No se hace especial condena en costas en esta segunda instancia 

CUARTO.- Notifíquese y remítase testimonio de la presente resolución al juzgado de origen y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.     
GARANTIAS VIOLADAS.- 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
CONCEPTOS DE VIOLACION

PRIMER CONCEPTO DE VIOLACION

OTROS PRECEPTOS VIOLADOS.- 53 y 257 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, y el artículo 192 de la Ley de Amparo con relación a las tesis de jurisprudencias: 1a./J. 47/2006 Tesis: 1a./J. 144/2005

VIOLACIONES IN PROCEDENDO

Me para perjuicio la resolución impugnada por este medio, toda vez que la responsable estaba imposibilitada para entrar al estudio del asunto, en virtud de no estar debidamente integrado todos y cada uno de los presupuestos procesales: el litisconsorcio pasivo, el cual tiene por objeto la búsqueda de la integración de la relación jurídico procesal, y que se presenta cuando las cuestiones litigiosas atañen a más de dos personas, lo que impediría pronunciar sentencia sin previo llamado a juicio de todas ellas. En esta tesitura, el litisconsorcio pasivo –llamar al padre y a la madre de la suscrita- constituye un requisito sine qua non para que el juzgador entre al fondo del asunto, mismo que está vinculado a la relación jurídico procesal que tiene carácter público, siendo esta condición la que debe caracterizar al juicio, para que sea posible dictar sentencia válida, que se traduce en la certeza de oír a todos los integrantes del litisconsorcio –progenitores- en virtud de que la suscrita intenta la acción de rectificación de acta por lo que hace a la mención registral de nombre con el correspondiente cambio de apellidos, misma que invade la esfera jurídica de sus progenitores al llevar consigo el cambio de filiación que se hace necesario el conocimiento a los demás litisconsortes, ya que no es posible condenar al C. Director del Registro Civil, sin que se esta condena trascienda a las demás partes que no fueron llamadas. 

Es importante recordar que los llamados presupuestos procesales (los elementos necesarios e indispensables para la existencia y subsistencia de un proceso o procedimiento jurisdiccional), llevan a la autoridad, aún y cuando no exista petición de parte, a analizarlos, pues involucra cuestiones de orden público, que impiden la emisión de una sentencia lógica, pues en el caso concreto, las partes están vinculadas por la relación jurídico procesal, de manera que el estudio sobre la existencia del presupueto procesal denominado litisconsorcio pasivo necesario, deber ser estudiando de oficioso por esta H. Tribunal Colegiado de Circuito, pues éste no fenece con la sentencia de primera instancia, sino hasta que sea cosa juzgada. 

Ergo, el ad quem debió percatarse de que no fue llamado a juicio varios litisconsortes, y en consecuencia lógica, no se integró la relación jurídico procesal, debe aclararse que no nació el poder de la responsable a enterar a proveer sobre el fondo el asunto absolviendo a la parte demandada, pues la falta de presupuestos procesales hacen desaparecer al juzgador su capacidad para proveer sobre la causa, y si no nació para el A quo esa atribución de entrar al conocimiento del fondo del asunto, por vía de consecuencia, tampoco la tiene el tribunal de alzada para pronunciarse en cuanto a cuestiones sustantivas en el presente asunto, 

En esta tesitura, ésta H. Tribunal deberá conceder el amparo y protección de la Justicia Federal a la suscrita, debiendo ordenar al ad quem entre al estudio de los presupuestos procesales, y éste revocar la sentencia y mandar reponer el procedimiento constituyéndose un impulso procesal del tribunal que conoce del litigio a fin de que se cite al litisconsorte omitido (padre y madre), y se resuelva en definitiva la cuestión planteada, toda vez que la responsable en plenitud de jurisdicción, al devolver al inferior actúa de acuerdo a la competencia que tiene, es decir, se ajusta a los límites de la jurisdicción, pues al determinar que el juez a quo debe llamar al litisconsorte omitido, consuma totalmente la facultad y la obligación que la ley de fallar el asunto considerando a todas las partes en el proceso. En este sentido, la atribución de la procedencia oficiosa de la responsable ordenadora, para llamar a un tercero que no ha sido oído, ciertamente es excepcional, pero esta singularidad atiende además de lo anteriormente expuesto, a que se trata de un presupuesto sin el cual la sentencia es inválida; es una cuestión de interés general que tiene que ver directamente con la función jurisdiccional de los tribunales de apelación y con el derecho de las partes en el proceso.

De otra manera, estaríamos violando nuestra garantía de seguridad jurídica y debido proceso, en la inteligencia de estar ante una cuestión sustantiva que no sería analizada de la manera exhaustiva, pues esta omisión tendría que ver con el derecho litigioso de los posibles interesados que pueden ser de alguna de las partes o alguno de los litisconsortes omitidos, que deben ser afectados en conjunto con la decisión del tribunal, y como consecuencia se impartiría una justicia incompleta, pues la verdad legal se conocería solo parcialmente y por tanto se incumplirían las normas del debido proceso puesto que con plena conciencia se negaría la opción de obtener una justicia exhaustiva y completa. Sirva de sustento a lo expuesto en el presente concepto de violación la siguiente tesis de jurisprudencia que emitió el máximo tribunal del país:

No. Registro: 174,230

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Tesis: 1a./J. 47/2006

Página: 125

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL, EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE MANDAR REPONER EL PROCEDIMIENTO OFICIOSAMENTE CUANDO ADVIERTA QUE NO TODOS LOS INTERESADOS FUERON LLAMADOS AL JUICIO NATURAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DE JULIO DE 2002). El litisconsorcio pasivo necesario implica pluralidad de demandados y unidad de acción; de ahí que deban ser llamados a juicio todos los litisconsortes, quienes al estar vinculados entre sí por un derecho litigioso deben ser afectados por una sola sentencia, conforme a los artículos 1.86, 1.87 y 1.88 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de México. En ese sentido, cuando se interpone un recurso de apelación y el tribunal de alzada advierte que en el juicio natural hubo litisconsortes que no fueron llamados, aunque no medie petición de parte, en cualquier etapa del procedimiento está obligado a mandar reponerlo de oficio, para el efecto de que el Juez de primera instancia los oiga y dicte una sentencia completa, en atención a los principios de igualdad, seguridad jurídica y economía procesal, siendo que en términos del último numeral, los efectos son reponer el procedimiento a fin de que el Juez de primer grado prevenga al actor para que amplíe su demanda o la reconvención contra las personas que formen el litisconsorcio necesario. Lo anterior en virtud de que el litisconsorcio constituye un presupuesto procesal sin cuyos requisitos no puede dictarse una sentencia válida en tanto que involucra cuestiones de orden público; por lo que la carga procesal de citar a todas las partes corresponde al órgano jurisdiccional.

Contradicción de tesis 158/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Cuarto, ambos en Materia Civil del Segundo Circuito. 28 de junio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 47/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha cinco de julio de dos mil seis.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la diversa 1a./J. 79/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, febrero de 2005, página 179, de rubro: "LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL QUE SE OTORGA A UN LITISCONSORTE QUE SÍ FUE LLAMADO A JUICIO Y QUE IMPUGNÓ EL HECHO DE QUE OTRO NO HAYA SIDO SEÑALADO EN LA DEMANDA DEL JUICIO NATURAL, DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJE INSUBSISTENTE LA SENTENCIA RECLAMADA Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE DICTE UNA NUEVA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE REVOQUE LA DE PRIMERA INSTANCIA, DEJÁNDOSE A SALVO LOS DERECHOS DE LAS PARTES."

No. Registro: 176,529

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Diciembre de 2005

Tesis: 1a./J. 144/2005

Página: 190

LITISCONSORCIO PASIVO NECESARIO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR EN CUALQUIER ETAPA DEL JUICIO (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE JALISCO Y DEL DISTRITO FEDERAL). El litisconsorcio pasivo necesario previsto en los artículos 49 y 53 de los Códigos de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco y del Distrito Federal, respectivamente, tiene su razón de ser en la existencia de juicios en los que debe haber una sola sentencia para todos los litisconsortes, dado que legalmente no puede pronunciarse una decisión judicial válida sin oírlos a todos, pues en virtud del vínculo existente en la relación jurídica de que se trata, es imposible condenar a una parte sin que la condena alcance a las demás. En este aspecto, dicha figura jurídica, al igual que las cuestiones sobre personalidad, competencia y procedencia de la vía, constituye un presupuesto procesal que debe analizarse de oficio por el juzgador, incluso en segunda instancia, pues no puede dictar una sentencia válida si no se llama a todos los litisconsortes. Así, se concluye que el juzgador puede realizar el análisis de la integración del litisconsorcio pasivo necesario no sólo en la sentencia definitiva que resuelva el juicio, sino que tiene la obligación de hacerlo en cualquier etapa de éste, ya que la falta de llamamiento a juicio de uno de los litisconsortes puede dar como resultado una sentencia nula y ningún caso tendría la existencia de un procedimiento en el que habiéndose ejercitado una acción, finalmente se obtuviera una resolución judicial que no pudiera hacerse efectiva y, por lo mismo, tampoco resolviera la litis planteada. En efecto, de no ejercitarse la acción contra todos los litisconsortes, el fallo podría ser nulo si se impugna la sentencia por no haber sido notificados los no emplazados; de ahí que al tratarse de una anomalía procesal grave-equiparable a la falta de emplazamiento al juicio- y, por tanto, de una cuestión de orden público, podrá analizarse en cualquier estado del juicio,  incluso  en  la  apelación.

Contradicción de tesis 117/2005-PS. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 19 de octubre de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 144/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha diecinueve de octubre de dos mil cinco.

Al tenor de los razonamientos expuestos, si la suscrita omitió señalar en su escrito inicial de demanda a los litisconsortes necesarios (padres) en razón del cambio del apellido, era imperativo para el Ad quem (y en su momento para el A quo), suplir la deficiencia de la queja en el planteamiento de la demanda, al ser un juicio del orden familiar donde de trastocan los intereses de la célula social: la familia, máxime que los progenitores – derechos de paternidad- tiene el derecho establecer la filiación a través de sus apellidos y la preservación de los nombres como derechos de la personalidad jurídica.

En consecuencia, solicito a esta H. Tribunal, la protección y amparo de la Justicia Federal en los términos que se precisan, debiendo ordenar a la responsable ordenadora dicte una nueva resolución, ordenando reponer el procedimiento para que la suscrita mencione a los demás litisconsortes necesarios en la presente acción.   

SEGUNDO CONCEPTO DE VIOLACION
OTROS PRECEPTOS VIOLADOS.-  24 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 
VIOLACIÓN DE FONDO
En el supuesto sin conceder que este H. Tribunal no considere fundado el primer concepto de violación, deberá tener presente en vía de consecuencia, la obligación de estudiar la naturaleza de la acción, en la inteligencia de cuestionarse la naturaleza de la acción para interponer el cambio de nombre con los apellidos en el acta de nacimiento, toda vez que los apellidos determinan la filiación de la persona, de donde se desprenden los derechos y obligaciones derivados de la filiación, siendo por demás necesario – como se precisó en el concepto de violación que antecede- la necesidad llamar a juicio a los padres en carácter de litisconsortes, entendiendo por filiación una situación permanente que el derecho reconoce por virtud del hecho jurídico de la procreación para mantener vínculos constante entre el padre o la madre y el hijo, produciéndose consecuencias jurídicas. Al ser la filiación una institución de derecho familiar, generadora formal y jurídica de relaciones paterno y materno filiales, cuyos efectos inmediatos se producen entre filiado y filiador. 

En el ámbito procesal es indispensable recordar que las acciones del estado civil de las personas, tienen por “objeto dirimir cualesquier contienda o conflicto relacionado con la filiación, sus efectos, así como el estado civil de las personas; de sus atributos de la personalidad o bien con la rectificación, modificación o en su caso cancelación de los atestados del registro civil, así como las derivadas de los fenómenos del derecho familiar.”   Así pues, encontramos acciones derivadas de la filiación- caso que nos ocupa-, acciones derivadas de la adopción, acciones derivadas del matrimonio, acciones derivadas del concubinato, acciones derivadas del ejercicio de la patria potestad, acciones derivadas de la tutela, etc…Ahora bien, dentro de las acciones derivadas de la filiación encontramos: el desconocimiento de la paternidad, la nulidad de reconocimiento, el reconocimiento, la investigación y la de contradicción. 

En testa tesitura, la Alzada debió en su caso ante el cuestionamiento de la acción intentada, haber dejado a salvo los derechos de la suscrita, mas no haber entrado al estudio del fondo del asunto, como erróneamente lo hizo al momento de valorar las pruebas y resolver que la suscrita no probó su acción.  

TERCER CONCEPTO DE VIOLACIÓN

OTROS PRECEPTOS VIOLADOS.-  81, 402 y 403 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; y 192 de la Ley de Ampara con relación a la tesis de jurisprudencia: VI. 2o. J/217

VIOLACION DE FONDO

En otra tesitura a los conceptos de violación antes esgrimidos, pasemos al estudio sobre la valoración de las pruebas que realizó el Ad que, misma que me para perjuicio, toda vez que la quejosa acredito su dicho con la exhibición de diversas documentales, las cuales constan: en una constancia otorgada por el Productor Luis de Llano Macedo, una impresión del elenco de un reestreno de cuentos, treinta y seis recortes de periódicos y revistas, seis fotografías, una carta respuesta otorgada por Muñecas Geli, documentales expedidas en diferentes años, situación que en el caso concreto se actualiza con la comparecencia de la quejosa que al promover este litigio, la accionante se ostentó y firmo como PAMELA GARCIA VERNI, en la audiencia celebrada el tres de septiembre del dos mil siete, se identifico con una cartilla de Identidad Postal número 00139350, expedida por el Servicio Postal Mexicano, con el nombre de GARCIA VERNI PAMELA; así mismo con la comparecencia de sus testigos los CC. CLEYA ANTONIA LEONOR VERNI VILLAMANA y FERNANDO VELASCO SOTOMAYOR, los cuales declararon, que conocen a su presentante de toda la vida por ser su tía y su tío, y que saben y les consta que el motivo del presente juicio es la rectificación de acta de nacimiento respecto al nombre, ya que su nombre legal es el de PAMELA GARCIA VERNI, y  que saben y les consta que el nombre de PAMELA VERNI VILLAMANA, lo ha utilizado en todos los actos públicos y privados de su vida desde los cuatro años de edad, desde que ella hacia programas como el de Madres egoístas desde mil novecientos noventa y uno, un comercial de BIMBO y Papá Soltero en mil novecientos noventa y dos, quedando demostrado tales hechos como elementos de convicción, siendo que el Ad quem  manifiesta en la resolución recurrida que no existe ningún elemento de convicción con el que se demuestre que en sus actos privados, públicos y jurídicos de toda su vida, quedando demostrado mis actos públicos y privados con la relación existente de los hechos, documentales y testigos, en consecuencia el Ad quem tendría que haber valorado conjuntamente las  documentales ofrecidas por la suscrita conjuntamente con las testimoniales, y otorgarles valor probatorio pleno. 

No. Registro: 218,042

Jurisprudencia

Materia(s): Común

Octava Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

58, Octubre de 1992

Tesis: VI. 2o. J/217

Página: 55

PRUEBA. ANALISIS Y VALORACION. Para analizar y valorar determinada prueba, no es suficiente citarla, sino que debe ser objeto de cuidadoso examen con la conclusión de si es o no eficaz para demostrar los hechos o la finalidad que con ella se persigue, además de expresarse la razón que justifique la conclusión a que se llegue.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 264/91. José Luis Lechuga López. 21 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo directo 354/91. Luis Nicolás Aguila Solís. 11 de septiembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo directo 400/91. Blanca Elia Flores Flores. 25 de septiembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo directo 573/91. Rafael Guzmán Pineda. 22 de abril de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván.

Amparo directo 301/92. Enrique Jerónimo Reyes Zamorano. 25 de agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Tarcisio Obregón Lemus. Secretario: Nelson Loranca Ventura.

Ahora bien, de igual forma, la responsable impone la obligación a la suscrita para la procedencia de su acción, del uso constante del nombre durante los veinte años de mi vida, situación que si bien fue debidamente acreditada con las pruebas que mencioné en el párrafo que precede, también lo es que realiza una imposición a la carga de la prueba, por establecer como requisito de procedibilidad de la acción, la obligatoriedad del uso del nombre durante toda mi vida, argumento que no encuentra sustento legal alguno, sino una interpretación subjetiva del A quem el cual en un incorrecto estudio sobre la procedencia de mi acción.

Si bien es cierto que mi nombre legal conforme a mi acta de nacimiento es el de PAMELA GARCIA VERNI, también lo es que en diferentes etapas de mi vida y por el medio en el cual me desenvuelvo he sido identificada con el nombre de PAMELA VERNI VILLAMANA, lo que quedo demostrado con la exhibición de mis pruebas documentales, la comparecencia de mis testigos y la confesional a mi cargo, así como también la presanciona y la instrumental de actuaciones, trascrito en párrafos precedentes. 

Así mismo, tiene la obligación y el derecho la suscrita de acreditar en juicio la procedencia de su acción por cualquier medio de prueba como lo son: documentales públicas, privadas y testimoniales, siendo que el Tribunal de alzada omito valorar las documentales privadas al restarles valor probatorio y dejar de adminicularlas con el resto de las pruebas ofrecidas, y si bien es cierto que la valoración en conjunto de las pruebas demuestran elementos de convicción para acreditar mis actos público y privados, es incongruente que el Ad quem me imponga la obligación de demostrar mis actos jurídicos, siendo esta una hipótesis no contemplada por la ley, es por ello que es innecesario que el Tribunal de alzada haga la distinción de los actos privados, públicos y jurídicos en mi perjuicio. 
Además suponiendo sin conceder, que me ostente en actos jurídicos con el nombre de PAMELA VERNI VILLAMANA, estaría probablemente incurriendo en el delito de variación del nombre o del domicilio previsto en el artículo 249 fracción I del Código Penal para el Distrito Federal; así como en una simulación de actos jurídicos, en consecuencia viola las garantías constitucionales de la suscrita en lo que respecta a imponer una carga por se establecida a criterio de la alzada en la inteligencia de requerirme una fehaciente demostración de la utilización de otro nombre en circunstancias de mi vida, al distinguir entre los actos públicos, privados y jurídicos, sobre todo al hacer mención en su parte conducente de que: ”…al promover este litigio, la accionante se ostentó y firmo como PAMELA GARCIA VERNI, por lo tanto es certero que la accionante en sus actos privados y jurídicos utiliza el nombre con el cual fue registrada”. La violación consiste en que la sentencia pronunciada por el tribunal de alzada no es conforme al artículo 14 constitucional cuarto párrafo, ya que no es, como el mismo lo señala, las sentencias definitivas en los juicios del orden civil deben ser conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica, y a falta de ésta se fundara en los principios generales de derecho. 

No. Registro: 310,571

Tesis aislada
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación

LV

Tesis: 

Página: 1470

NOMBRE, DELITO DE VARIACION DE. (LEGISLACION DEL ESTADO DE GUANAJUATO) El artículo 208 del Código Penal del Estado de Guanajuato, está comprendido en el capítulo 4o., cuyo rubro es: "Variación del Nombre o Domicilio", y determina en su fracción I, que se castigará con prisión de tres días a seis meses y multa de dos a cincuenta pesos, al que oculte su nombre o apellido y tome otro imaginario o el de otra persona", al declarar ante la autoridad judicial; y la expresión "al declarar", no la usa el legislador en su acepción de deponer o decir verbalmente algo ante las autoridades judiciales, sino en su acepción más lata; la de manifestar, referir algo ante las autoridades judiciales, en cualquiera de las formas en que se puede externar el pensamiento, sea sobre los estados de ánimo, intenciones o deseos o en ejercicio de derechos ante la autoridad judicial y no precisamente en forma oral, al ser requerido para ello por la autoridad, sino también por su propia determinación libre y espontánea.

Amparo penal directo 4174/37. Camacho María Piedad o Isidra. 12 de febrero de 1938. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

El artículo 135 fracción II del Código Civil vigente para el Distrito Federal no distingue para la procedencia de la acción señala que habrá lugar a rectificar el acta por lo que hace al nombre de la persona, más no establece para la procedencia de la acción la división de mis actos (públicos, privados y jurídicos), situación que puede apreciarse de criterio sostenido por la Tercera Sala de nuestro Máximo Tribunal en su Sexta Época que en su parte conducente establece:“…que será procedente la rectificación del nombre en el acta de nacimiento, no solamente en el caso de error en la anotación, si no también cuando existe una evidente necesidad de hacerlo, como en el caso en el que se ha usado constantemente otro diverso de aquel que consta en el registro y solo con la modificación del nombre se hace posible la identificación de la persona; siempre y cuando, a demás, este probado que el cambio no implica actuar de mala fe, no se contraría la moral, no se defraudara ni se pretende establecer o modificar la filiación, ni se causa perjuicio a tercero…” en correspondencia en los anteriores razonamientos la citada sentencia no esta siendo ni conforme a la letra de la ley ni a su interpretación jurídica, por lo cual y a mayor abundamiento con forme a los principios generales de derecho donde la ley no distingue, su interprete no tiene por que distinguir. En esta tesitura, de igual manera realiza una interpretación jurídica contraria a un criterio federal con carácter de jurisprudencia, el cual no ha sido superado y que es de observancia obligatoria en términos del artículo 192 de la Ley de Amparo.  
No. Registro: 392,467

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Sexta Época

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Apéndice de 1995

Tomo IV, Parte  SCJN

Tesis: 340

Página: 228

Genealogía:  APENDICE AL TOMO XXXVI: NO APA PG.           

APENDICE AL TOMO L    : NO APA PG.           

APENDICE AL TOMO LXIV : NO APA PG.           

APENDICE AL TOMO LXXVI: NO APA PG.           

APENDICE AL TOMO XCVII: NO APA PG.           

APENDICE '54: TESIS NO APA PG.

APENDICE '65: TESIS   296  PG.  901

APENDICE '75: TESIS   312  PG.  941

APENDICE '85: TESIS   226  PG.  367

APENDICE '88: TESIS  1580  PG. 2527

APENDICE '95: TESIS   340  PG.  228

REGISTRO CIVIL, RECTIFICACION DEL NOMBRE EN EL ACTA DE NACIMIENTO PARA AJUSTARLA A LA REALIDAD SOCIAL. Aun cuando en principio, el nombre con que fue registrada una persona es inmutable, sin embargo, en los términos de la fracción II del artículo 135 del Código Civil para el Distrito Federal, es procedente la rectificación del nombre en el acta de nacimiento, no solamente en el caso de error en la anotación, sino también cuando existe una evidente necesidad de hacerlo, como en el caso en que se ha usado constantemente otro diverso de aquel que consta en el registro y sólo con la modificación del nombre se hace posible la identificación de la persona; se trata entonces de ajustar el acta a la verdadera realidad social y no de un simple capricho, siempre y cuando, además, esté probado que el cambio no implica actuar de mala fe, no se contraría la moral, no se defrauda ni se pretende establecer o modificar la filiación, ni se causa perjuicio a tercero.

Sexta Epoca:

Amparo civil directo 5485/54. Hernández Rodríguez Rosaura. 15 de julio de 1955. Mayoría de cuatro votos.

Amparo directo 4669/57. Aurora Quiroz y Pascal. 9 de abril de 1958. Unanimidad de cuatro votos.

Amparo directo 7800/58. Rosalía Zepeda de Tamayo. 18 de junio de 1959. Mayoría de cuatro votos.

Amparo directo 2178/59. Bertha Amarillas de Orozco. 6 de enero de 1960. Cinco votos.

Amparo directo 6233/61. Ernestina Negrete Cueto. 11 de marzo de 1963. Cinco votos.

En otro orden de ideas, respecto al razonamiento del Ad quem de manifestar que debe de existir una URGENTE NECESIDAD de la suscrita en la página cuatro del acto reclamado para solicitar la rectificación de mi atestado para poder adecuarlo a mi realidad social, es ilógico e improcedente su imposición ya que la ley solo contempla la evidente necesidad y no la urgencia de la misma, ya que no puede ser tomado por el juzgador un calificativo subjetivo URGENTE tratando de equipararlo a otro EVIDENTE y dándole un sentido completamente diferente a la necesidad que se requiere para el caso en concreto haciendo así que la resolución le sea desfavorable a la suscrita.     
CUARTO CONCEPTO DE VIOLACION

OTROS CONCEPTOS VIOLADOS.-  402 y 403; 192 de la Ley de Amparo con relación a las tesis de jurisprudencia: 1ª/J86/2001; 1.4º.C.J/47; 1a./J. 4/2005; VI. 3o. J/6  
VIOLACION DE FONDO

Me para perjuicio la resolución impugnada, en la inteligencia de no abordar el estudio del recurso de apelación adhesiva que interpuse ante la responsable ordenadora, mismo que robustece el concepto de violación que antecede, situación que puede apreciarse de la lectura del recurso en comento, ocasionándome un perjuicio en virtud de que la suscrita acreditó los extremos mis pretensiones, debiendo este H. Tribunal entrar al estudio de la misma y en especial en el segundo concepto de agravio, toda que mi contraria objetó los documentos exhibidos por la suscrita; sin embargo, jamás demostró la causa de su objeción,  debió tomarse en cuenta ya que no fue fundada su objeción por no demostrarse las causas en las cuales se funda y no aporto pruebas en punto en que hace consistir y atendiendo a la valoración de las pruebas aportadas hacen prueba plena para decretar la acción intentada, tomando en consideración que la objeción de documentos no resta per se valor probatorio a los mismos, situación que en mayor medida hacen improcedentes las excepciones y defensas que hizo valer la parte demandada en el presente juicio. Sirva de sustento a lo aquí expuesto las siguientes criterios jurisprudenciales:

No. Registro: 188,411

Jurisprudencia


Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIV, Noviembre de 2001

Tesis: 1a./J. 86/2001

Página: 11

DOCUMENTOS PRIVADOS. PUEDEN PERFECCIONARSE, ENTRE OTROS MEDIOS, A TRAVÉS DE SU RECONOCIMIENTO EXPRESO O TÁCITO, TENIENDO EN AMBOS CASOS LA MISMA EFICACIA PROBATORIA PARA DEMOSTRAR LOS EXTREMOS PLANTEADOS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL). Del contenido de los artículos 334, 335 y 338 al 344 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se desprende el carácter de pruebas imperfectas de los documentos privados, que pueden ser perfeccionados, entre otros medios, a través del reconocimiento expreso del autor del documento, o por medio de su reconocimiento tácito derivado de su no objeción, teniendo en ambos casos la misma eficacia probatoria para demostrar los extremos planteados. Ello es así, porque de conformidad con lo dispuesto en el citado artículo 335, los documentos privados presentados en juicio como prueba y no objetados por la parte contraria, surtirán sus efectos como si hubieran sido reconocidos expresamente, siendo correcto que se les otorgue un valor indiciario únicamente cuando no sean reconocidos, expresa o tácitamente, ni su autenticidad sea reforzada a través de algún otro medio probatorio de los establecidos en la ley, sin que ello atente contra el principio de valoración de las pruebas consagrado en el artículo 402 del mencionado código adjetivo, toda vez que este precepto únicamente obliga al juzgador a valorar en su conjunto los medios de prueba aportados y admitidos, atendiendo a las reglas de la lógica y de la experiencia, exponiendo los fundamentos de su valoración y de su decisión, por lo que, independientemente de que la prueba documental privada se haya perfeccionado a través de su reconocimiento expreso, de su reconocimiento tácito derivado de su no objeción, o de algún otro medio probatorio, se valorará en conjunto con las demás probanzas, atendiendo a las señaladas reglas, exponiendo el juzgador los fundamentos de su valoración y de su decisión.

Contradicción de tesis 32/94. Entre las sustentadas por el Cuarto y Quinto Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito y por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito (actualmente Primero, Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Sexto Circuito) y el Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito (actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito). 13 de junio de 2001. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: María Elizabeth Acevedo Gaxiola.

Tesis de jurisprudencia 86/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de quince de agosto de dos mil uno, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: presidente en funciones Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo.

No. Registro: 220,696

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Octava Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación

IX, Enero de 1992

Tesis: I.4o.C. J/47

Página: 103

Genealogía:  Gaceta número 49, Enero de 1992, página 109.

DOCUMENTOS PRIVADOS. SU VALOR PROBATORIO ESTA SUJETO A SU PERFECCIONAMIENTO. Del contenido de los artículos 334, 335 y 338 a 344 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se desprende el carácter de pruebas imperfectas de los documentos privados, al no ser susceptibles por sí mismos de producir plena fuerza de convicción, pues su valor depende de su reforzamiento con otras probanzas, tales como el reconocimiento expreso o tácito, el cotejo, la prueba pericial, la testimonial, etcétera. El medio más natural previsto en los referidos preceptos para este efecto, se presenta a través de su perfeccionamiento con el reconocimiento tácito, regulado por el artículo 335 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Otro medio lo constituye el reconocimiento expreso, aludido en el numeral mencionado y en el artículo 338 del propio cuerpo de leyes. Conforme a la primera disposición invocada al principio si el documento privado de uno de los interesados, presentado en juicio por vía de prueba, no es objetado por la parte contraria, se tendrá por admitido y surtirá sus efectos como si hubiera sido reconocido expresamente. En cambio, cuando un documento privado no es reconocido expresa o tácitamente, ni su autenticidad es reforzada con alguna otra prueba, el instrumento no se perfecciona y, por ello, no es susceptible de hacer prueba plena, sino que su grado de demostración queda solamente en la categoría de indicio, cuya fuerza de convicción , mayor o menor, dependerá de la existencia de otras probanzas sobre los hechos controvertidos, con las cuales pueda ser adminiculado.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 4398/90. Gustavo Adolfo Montfort González. 13 de septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretaria: Aurora Rojas Bonilla.

Amparo directo 3424/90. Panificadora Monte de Piedad, S. de R.L. 7 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretaria: Aurora Rojas Bonilla.

Amparo directo 1186/91. José Ramón Menéndez Gaona. 21 de noviembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Samuel René Guzmán.

Amparo directo 5266/91. Carlota Flores viuda de Bovia. 21 de noviembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo.

Amparo directo 2439/89. Próspero Trejo Hernández. 5 de diciembre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo.

Notas:

La última parte de esta tesis sostiene, que la simple objeción de un documento impide el perfeccionamiento de éste, y sólo tendrá el valor de indicio. No establece la carga de probar, como se prevé en las tesis sustentadas por los tribunales Primero, Segundo y Tercero del Sexto Circuito, ya que éstos parten del principio de que el que afirma está obligado a probar y coinciden con el criterio de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada con el número 693, en la página 1156, de la Segunda Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, cuyo rubro es: "DOCUMENTOS OBJETADOS POR EL PROPIO FIRMANTE, VALOR PROBATORIO DE LOS".

Esta tesis contendió en la contradicción 32/94-PS resuelta por la Primera Sala, de la que derivó la tesis 1a./J. 86/2001, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 11, con el rubro: "DOCUMENTOS PRIVADOS. PUEDEN PERFECCIONARSE, ENTRE OTROS MEDIOS, A TRAVÉS DE SU RECONOCIMIENTO EXPRESO O TÁCITO, TENIENDO EN AMBOS CASOS LA MISMA EFICACIA PROBATORIA PARA DEMOSTRAR LOS EXTREMOS PLANTEADOS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL)."

Esta tesis contendió en la contradicción 143/2003-PS que fue declarada improcedente por la Primera Sala, toda vez que sobre el tema tratado existe la tesis 1a./J. 86/2001, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 11, con el rubro: "DOCUMENTOS PRIVADOS. PUEDEN PERFECCIONARSE, ENTRE OTROS MEDIOS, A TRAVÉS DE SU RECONOCIMIENTO EXPRESO O TÁCITO, TENIENDO EN AMBOS CASOS LA MISMA EFICACIA PROBATORIA PARA DEMOSTRAR LOS EXTREMOS PLANTEADOS (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL)."

Nota: En el Semanario Judicial de la Federación aparece el número de asunto "Amparo directo 4339/90" el cual se corrige, como se observa en este registro, con apoyo de la ejecutoria respectiva.

No. Registro: 178,743
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Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 4/2005

Página: 266

DOCUMENTOS PRIVADOS PROVENIENTES DE LAS PARTES. LA CARGA PROBATORIA DE LA OBJECIÓN DE FIRMA CORRESPONDE A QUIEN LA PLANTEA (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y PUEBLA, ESTA ÚLTIMA ANTES DE LA REFORMA PUBLICADA EL 14 DE SEPTIEMBRE DE 1998). En términos de lo dispuesto por los artículos 324 del Código de Procedimientos Civiles de Chiapas y 330 del Código de Procedimientos Civiles de Puebla, los documentos privados provenientes de las partes deben ser reconocidos expresa o tácitamente para que adquieran el valor probatorio que las propias legislaciones les otorgan. Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio reiterado de que no basta decir que se objeta un documento privado para que éste carezca de valor probatorio, sino que es necesario probar las causas o motivos en que se funde la objeción. Debido a que en las legislaciones adjetivas en cuestión no se establece ninguna regla específica sobre la carga probatoria en la hipótesis apuntada, para saber a quién corresponde dicha carga de la prueba sobre la objeción formulada, deben atenderse los hechos en que se funde la misma, aplicándose las reglas genéricas establecidas en los artículos 289 del Código de Procedimientos Civiles de Chiapas y 263 del Código de Procedimientos Civiles de Puebla, en cuanto a que a cada parte corresponde probar los hechos de sus pretensiones. Por tanto, si la objeción de un documento privado proveniente de los interesados base de sus pretensiones se funda en la circunstancia de no haber suscrito el documento el objetante, a él corresponde la carga de la prueba. Dicho de otra forma, quien invoca una situación jurídica está obligado a probar los hechos fundatorios en que aquélla descansa; por lo contrario, quien sólo quiere que las cosas se mantengan en el estado que existen en el momento en que se inicia el juicio, no tiene la carga de la prueba, pues desde el punto de vista racional y de la lógica es evidente que quien pretende innovar y cambiar una situación actual, debe soportar la carga de la prueba.

Contradicción de tesis 117/2003-PS. Entre las sustentadas por los entonces Primer y Tercer Tribunales Colegiados del Sexto Circuito, actualmente ambos en Materia Civil, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 24 de noviembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno.

Tesis de jurisprudencia 4/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de enero de dos mil cinco.

No. Registro: 229,357
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III, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1989

Tesis: VI. 3o. J/6

Página: 911

Genealogía:  Gaceta número 13-15, Enero-Marzo de 1989, página 161.

DOCUMENTOS PRIVADOS OBJETADOS. NECESIDAD DE PROBAR LA OBJECION. (LEGISLACION DEL ESTADO DE PUEBLA). El artículo 427 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Puebla contempla dos hipótesis, en las que el documento privado proveniente de las partes tiene pleno valor probatorio: Cuando no es objetado, o bien, cuando es legalmente reconocido. Ahora bien, aun cuando una de las partes objete un documento privado, expresando que lo hace en cuanto a su contenido y firma, tales manifestaciones por sí solas son insuficientes para tener por justificada la objeción, pues el objetante debe probar las causas en que funda su oposición, dado que es un principio general de derecho, el que la buena fe se presuma en todo caso, de manera que debe considerarse que el oferente de la prueba actúa rectamente, al atribuir a su contraparte el documento que exhibe, por lo que es ésta a quien toca demostrar las circunstancias no manifestadas por aquél, que restan o privan eficacia probatoria al documento.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 380/88. Jose Elías Piña Cortés. 11 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretaria: María Guadalupe Herrera Calderón.

Amparo directo 417/88. José Luis Huerta Machorro. 18 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Vázquez Marín. Secretaria: María de la Paz Flores Berruecos.

Amparo directo 454/88. José Luis Castillo y Jovita Hernández. 10 de enero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretaria: María Guadalupe Herrera Calderón.

Amparo directo 497/88. Josefina Rendón Méndez. 31 de enero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Manuel Marroquín Zaleta. Secretario: José de Jesús Echegaray Cabrera.

Amparo directo 8/89. Donaciano Hernández Cruz. 9 de marzo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Oscar Vázquez Marín. Secretaria: Myriam del Perpetuo Socorro Rodríguez Jara.

Notas: 

La Cuarta Sala estableció criterio al respecto en la tesis publicada en el volumen 66 Quinta Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, página 49.

El criterio contenido en esta tesis contendió en la contradicción de tesis 117/2003-PS, resuelta por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión celebrada el veinticuatro de noviembre de dos mil cuatro, en la cual se determinó que no existe la contradicción de criterios sustentados, por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y los entonces Primer y Tercer Tribunales Colegiados del Sexto Circuito, actualmente en Materia Civil y por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, por el contrario que sí existe contradicción de tesis entre los criterios sustentados por los entonces Primer y Tercer Tribunales Colegiados del Sexto Circuito, actualmente en Materia Civil, y por la otra, por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. De esta contradicción de tesis derivó la tesis 1a./J. 4/2005, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 266, con el rubro: "DOCUMENTOS PRIVADOS PROVENIENTES DE LAS PARTES. LA CARGA PROBATORIA DE LA OBJECIÓN DE FIRMA CORRESPONDE A QUIEN LA PLANTEA (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y PUEBLA, ESTA ÚLTIMA ANTES DE LA REFORMA PUBLICADA EL 14 DE SEPTIEMBRE DE 1998)."

Por lo anteriormente expuesto;

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma, haciendo valer juicio de amparo directo contra la sentencia definitiva dictada por la Primera Sala Familiar del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal en el toca 2393/2007, el pasado 11-once de diciembre del dos mil siete.
SEGUNDO.- Con las copias simples exhibidas en el presente juicio para los efectos legales conducentes.  
TERCERO.- Tenerme por autorizados a los profesionistas que se indican en el proemio de esta demanda, con las facultades que se les confieren.
CUARTO.- En su oportunidad, resolver lo que en derecho proceda dentro del presente juicio constitucional y conceder el amparo y protección de la Justicia Federal en atención a los conceptos de violación que se hacen valer por este medio de defensa.
PROTESTO LO NECESARIO
PAMELA GARCIA VERNI

México Distrito Federal, a dieciséis de enero de dos mil ocho.





















